

FORMULA OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE INDULTO GENERAL CONMUTATIVO A CAUSA DE LA ENFERMEDAD COVID-19 (BOLETÍN N°13.358-07).
SANTIAGO, 03 de abril de 2020.-

Nº029-368/
Honorable Senado:

Mediante oficio N° 105/SEC/20 de fecha 3 de abril de 2020, V.E. comunicó que el H. Congreso Nacional aprobó la iniciativa correspondiente al Boletín N° 13.358-07.
I. LA INICIATIVA Y EL PROYECTO DE LEY APROBADO POR EL CONGRESO NACIONAL
El proyecto de ley originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, fue presentado el 25 de marzo de 2020.

El proyecto de ley proponía incorporar una ley independiente encargada de disponer la concesión de un indulto general conmutativo, bajo ciertos requisitos, para personas privadas de libertad que tengan más de sesenta y cinco años de edad, que sean mujeres embarazadas o que tuvieren un hijo o hija menor de dos años de edad, que resida en la unidad penal. Asimismo, la iniciativa propone la concesión de un indulto general conmutativo para aquellas personas que se encuentren cumpliendo las penas de reclusión nocturna y las penas de reclusión parcial nocturna en establecimientos especiales o que, cumpliendo una condena privativa de libertad, estuvieren beneficiados con el permiso de salida controlada al medio libre. Por último, el proyecto de ley propone que las personas que estuvieren cumpliendo una condena privativa de libertad y cuenten con el permiso de salida dominical o con el permiso de salida de fin de semana, pasen a cumplir su condena transitoriamente mediante pena de reclusión domiciliaria total, por el término de seis meses.
Lo anterior tiene su origen en la contingencia que enfrenta no solo nuestro país, sino el mundo entero. En efecto, el brote mundial del virus denominado coronavirus-2 del síndrome respiratorio agudo grave (SARS-CoV-2) que produce la enfermedad del coronavirus 2019 o COVID-19, ha sido considerado como una pandemia por la Organización Mundial de la Salud, lo que ha significado que se han adoptado distintas medidas con el objeto de mantener a la población aislada, y con ello reducir la posibilidad de contagio y la velocidad en que éste se produzca. Por consiguiente, la iniciativa se enmarca dentro del conjunto de acciones adoptadas por nuestro Gobierno destinadas a enfrentar la crisis, en este caso, con el propósito de cumplir con dos concretos objetivos de salud pública relacionadas con el sistema de ejecución penal: i) la adopción de medidas destinadas al cuidado preventivo de grupos de alto riesgo, y ii) la adopción de medidas destinadas a reducir los contactos interpersonales, a fin de prevenir las posibilidades de un foco de contagio masivo, protegiendo de esta forma a toda la ciudadanía.

En el primer trámite constitucional, ante el H. Senado, el 26 de marzo de 2020, se amplió la población beneficiaria del indulto contenido en el artículo 2º del proyecto. En su formulación original, el artículo 2º concedía un indulto a las personas que se encuentran privadas de libertad en virtud de una condena por sentencia ejecutoriada, habiendo cumplido la mitad de la condena y restándoles por cumplir un saldo igual o inferior a los treinta y seis meses, y que tengan sesenta y cinco años o más y menos de setenta y cinco años de edad. Mediante modificación introducida en el primer trámite constitucional, la población beneficiaria de este indulto se amplió, pasando a beneficiar a las personas condenadas que sean mujeres, y que tengan cincuenta y cinco años o más y menos de setenta y cinco años de edad, y que sean hombres que tengan sesenta años o más y menos de setenta y cinco años de edad; manteniéndose los requisitos de haber cumplido la mitad de la condena y restarles por cumplir un saldo igual o inferior a los treinta y seis meses.

La H. Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, con fecha 27 de marzo de 2020, introdujo enmiendas al texto del proyecto aprobado en primer trámite constitucional por el H. Senado, dentro de las cuales está el rechazo del artículo 8º del proyecto, que regulaba los efectos del quebrantamiento de las penas que pasarán a cumplir las personas que resulten indultadas a consecuencia de la aplicación de la ley, o de los permisos señalados en los artículos 9° o 10 del proyecto, como asimismo, el efecto de la condena por crimen o simple delito cometido durante el cumplimiento las penas que pasarán a cumplir las personas que resulten indultadas; las penas de reclusión domiciliaria total o de reclusión domiciliaria nocturna, según sea el caso. 
Asimismo, dicha Cámara revisora aprobó adicionar a los casos excluidos del beneficio de indulto general, en el artículo 15 del proyecto, a las personas condenadas por los delitos de la legislación sobre control de armas, previstos en los artículos 8º (organización de milicias privadas), 10 (fabricación, importación y exportación de armas), 13 inciso segundo (posesión de armas de uso bélico o especiales), 14 inciso final (porte de armas de uso bélico o especiales) y 14 D incisos primero (colocación y explosión de artefactos explosivos en bienes de uso público) y segundo (colocación y explosión de artefactos explosivos en otros bienes); y a las personas condenadas por el delito del artículo 16 (asociación ilícita para el narcotráfico) de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de sustancias estupefacientes o sicotrópicas,.

A su turno, el H. Senado, en tercer trámite constitucional, con fecha 27 de marzo de 2020, rechazó las modificaciones introducidas al texto por la H. Cámara de Diputados, consistentes en la supresión del artículo 8º del proyecto y la adición al artículo 15° de los delitos indicados en el párrafo anterior. 
En consecuencia, con fecha 31 de marzo de 2020 se constituyó una comisión mixta instituida para resolver las divergencias suscitadas ente ambas cámaras durante la tramitación del proyecto de ley correspondiente al Boletín N° 13.358-07.

Dicha comisión mixta, llegó a un acuerdo sobre el texto del proyecto, aprobando el artículo 8º del mensaje de la iniciativa y las adiciones al artículo 15° aprobadas por la Cámara revisora. Posteriormente, el informe de la comisión mixta fue sometido a votación de la sala del H. Senado, con fecha 31 de marzo de 2020, siendo aprobado.

Acto seguido, siendo sometido el informe de la comisión mixta a votación de la sala de la H. Cámara de Diputados, no se logró el quórum necesario para la aprobación del informe de la referida comisión mixta, incluidas las propuestas en relación a los artículos 8º y 15° de la iniciativa.

Finalmente, y en respuesta al oficio N° 103/SEC/20 del H. Senado, se informó que no se hará uso de la facultad establecida en el artículo 71 de la Constitución Política de la República. 

II. FUNDAMENTO DE LAS OBSERVACIONES
Conforme a lo expuesto anteriormente, cabe señalar que el artículo 8º de la iniciativa regulaba los efectos del incumplimiento de las penas que pasarán a cumplir las personas que resulten indultadas a consecuencia de la aplicación de la ley, es decir, la pena de reclusión domiciliaria total o la pena de reclusión domiciliaria nocturna, según sea el caso, o de los permisos señalados en los artículos 9° o 10 del proyecto. Asimismo, el referido artículo regulaba el efecto de la condena por crimen o simple delito cometido durante el cumplimiento de la pena de reclusión domiciliaria total o de la pena de reclusión domiciliaria nocturna, según sea el caso. En todos estos casos, se disponía que la persona deberá cumplir de manera efectiva el saldo de la pena original que se le hubiese conmutado, abonándose el tiempo que hubiere alcanzado a cumplir de la pena de reclusión domiciliaria total o de la pena de reclusión domiciliaria nocturna, según sea el caso. En el último supuesto, el efecto señalado es sin perjuicio de la aplicación de la pena que corresponda por el nuevo crimen o simple delito.
Entonces, dado que el texto final del proyecto de ley aprobado por el H. Congreso Nacional no regula estas materias, relativas a la normativa de regulación de las consecuencias de los incumplimientos post concesión de los indultos generales conmutativos, las cuales resultan extremadamente relevantes para la correcta ejecución de esta iniciativa de ley, preciso es que se proceda a complementar la iniciativa con dicha parte contenida en el artículo 8º del Mensaje.

Al efecto, cabe destacar que resulta específicamente necesario regular en este proyecto de ley las materias tratadas en el artículo 8° referido, pues, en nuestro ordenamiento jurídico no existe un cuerpo normativo que regule de manera sistemática y general las consecuencias que se derivan del quebrantamiento de las nuevas penas por las que se conmutan aquellas privativas y restrictivas de libertad vía indulto general. En este sentido, el artículo 90 del Código Penal y el Título IV de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, no resultan aplicables a los supuestos que este proyecto de ley contempla. Por lo tanto, a efectos de evitar posibles lagunas en esta materia y fomentar la impunidad de los reincidentes, una norma que regule expresamente las consecuencias derivadas del incumplimiento de las nuevas penas de que trata esta ley, resulta ser fundamental.

En lo que respecta al artículo 14 del proyecto de ley aprobado por el H. Congreso Nacional, que regula el catálogo de delitos excluidos de los beneficios que la ley contempla, se proponen dos adiciones a dicho artículo. Por una parte, se postula la adición de las modificaciones que en segundo trámite constitucional habían sido introducidas al texto por la H. Cámara de Diputados, esto es, incorporar a este artículo,  los ilícitos previstos en los artículos 8, 10, 13 inciso segundo, 14 inciso final y 14 D incisos primero y segundo del decreto N° 400, de 1977, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.798, sobre control de armas; y en el artículo 16 de la ley N° 20.000, que sustituye la ley N° 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. Es de especial necesidad que estos graves ilícitos puedan quedar excluidos de los beneficios que la ley contempla, puesto que tales conductas constituyen atentados graves que nuestra legislación sanciona con penas de crimen, que imposibilita a sus autores para acceder a penas sustitutivas. Asimismo, los delitos referidos son de una especial relevancia, puesto que sancionan conductas ilícitas que afectan bienes jurídicos esenciales para lo sociedad, como lo es el orden y seguridad pública, cuya lesión se ve incrementada muchas veces con la comisión de otros delitos que igualmente atentan contra tales valores.
También respecto del mismo artículo 14, se postula adicionar, dentro del catálogo de ilícitos que no permiten acceder a los beneficios que la ley contempla, a los condenados por delitos cometidos en contexto de violencia intrafamiliar. De esta forma, se busca reafirmar el compromiso con el combate contra la violencia de género y contra la violencia contra los niños y niñas, con la mayor efectividad y eficiencia posible, para que de esa forma sigamos procurando el debido resguardo, a todas las mujeres y a todos los niños y niñas que son, o que puedan ser, víctimas de violencia intrafamiliar, de conformidad con lo dispuesto en la ley Nº 20.066, que Establece Ley de Violencia Intrafamiliar.

La violencia contra la mujer, y la violencia contra los niños y niñas, son parte de las mayores preocupaciones del Chile actual y de nuestro Gobierno. Estas formas de violencia constituyen un problema serio, correspondiéndole al Estado un rol de garante y protector de quienes se encuentran en la posición de víctima de actos de violencia, cuestión que se encuentra consagrada en la Constitución Política de la República, la que en su artículo 1° señala que el Estado se encuentra al servicio de la persona humana, debiendo promover el bien común, creando las condiciones sociales para que todos los integrantes de la comunidad nacional puedan alcanzar su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos que la Constitución establece. A su vez, el mismo artículo señala que al Estado le corresponde dar protección a la población y la familia.
En efecto, ante esta clase de ilícitos, no puede permitirse que por vía de la concesión de un indulto, la debida protección que debe entregar el Estado a la víctima, pase lisa y llanamente a quedar entregada a la voluntad del victimario, como tampoco que la protección quede relegada a la propia víctima. El debido resguardo frente a la situación de peligro a la que se expone la víctima, impone el deber de cautelar que las condenas privativas de libertad por delitos cometidos en contexto de violencia intrafamiliar se cumplan completamente.
 Es por ello que, con miras a brindar una protección lo suficientemente efectiva a las mujeres, niños y niñas víctimas de violencia, surge la urgencia de excluir de la posibilidad de acceder al beneficio a quienes se encuentren condenados por delitos cometidos en contexto de violencia intrafamiliar, evitando con ello que la pandemia mundial se erija como argumento para permitir que los victimarios salgan de los establecimientos penitenciarios y pongan en riesgo inminente la vida e integridad física y psíquica de las víctimas de sus delitos.
En último término, con objeto de precaver a todo efecto que en caso alguno puedan llegar a quebrantarse las sanciones accesorias de prohibición de acercamiento, y de obligación de abandono del hogar común, se postula adicionar, en los artículos 6º y 11 del texto del proyecto aprobado por el H. Congreso Nacional, una prohibición absoluta, que señale que en ninguno de estos casos se puede llegar fijar como domicilio el que corresponda a la víctima.
En este contexto, se formulan las presentes observaciones al proyecto de ley aprobado por el H. Congreso Nacional, con el objeto de adicionar al texto de dicho proyecto, el artículo 8º referido anteriormente, contemplado inicialmente en el Mensaje;  el texto del proyecto aprobado en segundo trámite por la H. Cámara de Diputados, relativo al actual artículo 14 de la iniciativa; y además, en este misma norma, el texto relativo a la exclusión en el acceso a los beneficios de la ley, respecto de los condenados por delitos cometidos en contexto de violencia intrafamiliar; y en los artículos 6º y 11 del texto del proyecto aprobado por el H. Congreso Nacional, el texto relativo a la prohibición para los condenados a las sanciones accesorias de prohibición de acercamiento o de obligación de abandono del hogar común, de fijar como domicilio el que corresponda a la víctima.
III. EL VETO
Por las consideraciones anteriores, y en uso de la facultad que me con​fiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vengo en formular las siguientes observaciones al referido proyecto de ley:
AL ARTÍCULO 6º

1)   Para adicionar en el inciso segundo del artículo 6º, tras el punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:

“Las personas que estuvieren condenadas a la sanción accesoria de prohibición de acercamiento, o a la sanción accesoria de obligación de abandono del hogar común, en ningún caso podrán fijar el domicilio de la víctima.”.

ARTICULO 8º, NUEVO
2) 
Para adicionar al proyecto de ley el siguiente artículo 8º, nuevo, pasando el actual a ser artículo 9°, y así sucesivamente:
“Artículo 8°.- El incumplimiento sin justificación oportuna a Gendarmería de Chile o al tribunal, de la pena de reclusión domiciliaria total o la pena de reclusión domiciliaria nocturna reguladas en este Título, según sea el caso, o de los permisos señalados en los artículos 9° o 10, dará lugar al cumplimiento efectivo del saldo de la pena original que se hubiese conmutado a la persona condenada, abonándose el tiempo que hubiere alcanzado a cumplir de la pena de reclusión domiciliaria total o de la pena de reclusión domiciliaria nocturna, según sea el caso. Tratándose de esta última pena, para los efectos de la conversión, se computarán ocho horas continuas de reclusión domiciliaria nocturna por cada día de privación o restricción de libertad.


La persona a quien se le hubiere conmutado la pena en conformidad a los artículos 1°, 2°, 3°, 4° o 5º, que fuere condenada por crimen o simple delito cometido durante el cumplimiento de la pena de reclusión domiciliaria total o de la pena de reclusión domiciliaria nocturna, según sea el caso, deberá cumplir de manera efectiva el saldo de la pena original que se le hubiese conmutado, abonándose el tiempo que hubiere alcanzado a cumplir de la pena de reclusión domiciliaria total o de la pena de reclusión domiciliaria nocturna, según sea el caso, sin perjuicio de la aplicación de la pena que corresponda por el nuevo crimen o simple delito. 

Las cuestiones sobre las que versa este artículo serán conocidas por el tribunal competente.”.
AL ARTÍCULO 11 ACTUAL, NUEVO 12
3)  Para adicionar en el inciso segundo del artículo 11 actual, nuevo artículo 12, tras el punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:

“Las personas que estuvieren condenadas a la sanción accesoria de prohibición de acercamiento, o a la sanción accesoria de obligación de abandono del hogar común, en ningún caso podrán fijar el domicilio de la víctima.”.

AL ARTÍCULO 12 ACTUAL, NUEVO 13

4) Para sustituir en el artículo 12 actual, nuevo artículo 13, la expresión “artículo 10” por “artículo 11”, las dos veces que aparece.
AL ARTÍCULO 13 ACTUAL, NUEVO 14

5) Para sustituir en el inciso final del artículo 13 actual, nuevo artículo 14, la expresión “artículo 10” por “artículo 11”.
AL ARTÍCULO 14 ACTUAL, NUEVO 15
6)  Para adicionar en el artículo 14 actual, nuevo artículo 15, el siguiente inciso segundo:

“Tampoco procederán los indultos contemplados en el Título I, ni la modalidad alternativa de cumplimiento de pena mediante reclusión domiciliaria total regulada en el Título II, respecto de los condenados por los delitos previstos en los artículos 8, 10, 13 inciso segundo, 14 inciso final, y 14 D incisos primero y segundo, del decreto N° 400, de 1977, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.798; y en el artículo 16 de la ley N° 20.000. Asimismo, no procederán los indultos contemplados en el Título I, ni la modalidad alternativa de cumplimiento de pena mediante reclusión domiciliaria total regulada en el Título II, respecto de los condenados por los delitos previstos en los artículos 296, 366, en el Párrafo III y III bis del Título VIII del Libro II, todos del Código Penal, y en el artículo 240 inciso segundo del Código de Procedimiento Civil, cometidos en contexto de violencia intrafamiliar.”.

AL ARTÍCULO 16 ACTUAL, NUEVO 17

7) Para sustituir en el artículo 16 actual, nuevo artículo 17, la expresión “artículo 14” por “artículo 15” y el número “10” por el número “11”.
Dios guarde a V.E.,
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